
 

                                                                                                                                   
 

 

Santiago, 18 de octubre de 2026 

 

DECLARACIÓN PÚBLICA CCHDH - ANEF​
A 7 AÑOS DEL ESTALLIDO SOCIAL: DERECHOS HUMANOS, JUSTICIA SOCIAL Y 

DIGNIDAD 

Al cumplirse siete años del denominado Estallido Social, la Comisión Chilena de Derechos Humanos (CCHDH) y 

la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF) declaran lo siguiente: 

1.​ Reafirmamos la justeza y legitimidad de las profundas causas que dieron origen a una de las más 

multitudinarias expresiones de rechazo al modelo político, económico, social y cultural heredado de la 

dictadura cívil y militar y administrado durante la transición. El 18 de octubre de 2019 quedará 

consignado en la historia de Chile como un hito de la voluntad de lucha de nuestro pueblo en defensa 

de su dignidad y derechos.​
Las jornadas de protesta iniciadas en octubre de 2019 expresaron el rechazo mayoritario de millones de 

chilenas y chilenos a las profundas desigualdades sociales y económicas, la concentración de la riqueza 

y los abusos institucionalizados. Ellas levantaron la exigencia de transformaciones estructurales capaces 

de garantizar el ejercicio efectivo de los derechos sociales. 

2.​ Transcurridos siete años de este proceso, las demandas que dieron origen a esta expresión de 

movilización popular permanecen insatisfechas y, en diversos ámbitos, sus causas se han 

profundizado.​
La cuestión constitucional continúa pendiente. Las políticas impulsadas por el gobierno del Presidente 

José Antonio Kast, bajo una narrativa de emergencia económica, seguridad y reconstrucción nacional, 

pretenden consolidar retrocesos en materia democrática y de derechos humanos.​
Producto de políticas de shock, de ajuste fiscal y reducción del Estado, las condiciones de vida de 

amplios sectores de la población se han deteriorado, poniendo en riesgo el ejercicio de derechos 

sociales básicos como la alimentación, la educación, la salud y la seguridad social. 

3.​ Denunciamos los intentos de estigmatizar y criminalizar la protesta social, desconociendo su carácter 

de derecho fundamental y herramienta legítima de expresión ciudadana. El derecho a manifestarse 

constituye una dimensión esencial de toda sociedad democrática y debe ser protegido y garantizado 

por las instituciones del Estado. Por esta vía, los poderes que hoy gobiernan en favor de los sectores 

dominantes de nuestra sociedad, pretenden anular toda posibilidad  de transformación social que 

cuestione sus privilegios. 

4.​ Los derechos sociales reclamados durante el Estallido Social no se garantizan en abstracto: se hacen 

realidad mediante servicios públicos de calidad y gracias al trabajo de las trabajadoras y los 

trabajadores públicos. Por ello, advertimos con especial preocupación que la reducción del Estado y de 

su personal se ha convertido en un eje central de la gestión de gobierno, pese a que el gasto público de 

Chile se mantiene por debajo del promedio de los países de la OCDE y a que gran parte del presupuesto 

está comprometido por obligaciones legales. 

5.​ Esta orientación afecta de manera particularmente grave a la institucionalidad de derechos humanos 

y de memoria. Estos hechos fueron denunciados en una sesión especial del Sistema Interamericano de 

Derechos Humanos. La CIDH solicitó información al Estado sobre estas materias, mientras que la Oficina 

Regional para América del Sur del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 

Humanos advirtió que todo cambio institucional o presupuestario que afecte a dicha institucionalidad 

debe evaluarse a la luz de las obligaciones internacionales de Chile. 

 



 

                                                                                                                                   
 

6.​ Recordamos, asimismo, la violenta respuesta del gobierno de Sebastián Piñera a las movilizaciones 

de octubre de 2019, que se tradujo en violaciones masivas y sistemáticas de derechos humanos. Estas 

conductas no admiten relativización y deben ser investigadas, sancionadas y reparadas conforme al 

derecho internacional.​
Resulta especialmente preocupante la persistencia de altos niveles de impunidad. De las más de 12.000 

denuncias por violencia institucional registradas durante el Estallido Social, solo 219 causas concluyeron 

con sentencia condenatoria y 14 personas cumplen una condena de prisión efectiva, lo que equivale a 

cerca del 0,1% de las denuncias. Esta impunidad evidencia un grave incumplimiento de las obligaciones 

internacionales del Estado de prevenir, investigar con diligencia y sancionar eficazmente las violaciones 

de derechos humanos, así como de garantizar justicia y reparación a las víctimas.​
Al respecto, cabe recordar lo señalado por la Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre la 

Independencia de Magistrados y Abogados, Margaret Satterthwaite, al término de su visita oficial a 

Chile, el 9 de agosto de 2024: “El lento avance de los casos relativos al uso excesivo de la fuerza y 

tortura por parte de Carabineros durante el estallido social resulta especialmente preocupante si se 

compara con el rápido avance en los casos de destrucción de bienes por los mismos hechos o hechos 

relacionados”. 

7.​ A esta situación se suman los vergonzosos intentos de indultar o reducir penas a personas 

condenadas por graves violaciones de derechos humanos cometidas durante el Estallido Social, 

impulsados por sectores que también promueven beneficios para autores de crímenes de lesa 

humanidad durante la dictadura.​
Toda medida de indulto o reducción de pena debe ajustarse estrictamente a las obligaciones 

internacionales del Estado y cumplir sus requisitos: cumplimiento de los dos tercios de la pena, 

colaboración con las investigaciones judiciales y genuino arrepentimiento, entre otros. Ninguna de 

estas condiciones se cumplen respecto de los eventuales beneficiarios de estas medidas. Basta recordar 

que 1.182 chilenos y chilenas se encuentran aún en la condición de detenidos desaparecidos, y sus 

familiares, después de más de 50 años, siguen sin conocer su paradero.​
Reiteramos nuestro compromiso irrestricto con las víctimas, sus familias y quienes luchan por verdad, 

justicia y garantías de no repetición. Exigimos al Estado y a sus poderes el estricto cumplimiento de sus 

obligaciones internacionales en materia de derechos humanos, so pena de incurrir en responsabilidad 

ante la comunidad internacional y su sistema de protección internacional de los derechos humanos. 

8.​ Finalmente, la CCHDH y la ANEF reafirman su compromiso con la construcción de una sociedad 

democrática, justa y solidaria, en la cual el respeto y la garantía de los derechos humanos - en especial 

los derechos económicos, sociales, culturales y laborales - constituyan la base de un verdadero Estado 

Democrático y Social de Derecho.​
Reivindicamos el papel fundamental del Estado y de sus trabajadoras y trabajadores en la garantía de 

derechos, la prestación de servicios públicos de calidad y la protección social de toda la población. 

A siete años del Estallido Social, reiteramos que las demandas por Dignidad, Justicia, Igualdad y Derechos 

Sociales mantienen plena vigencia. 

 

 

COMISIÓN CHILENA DE DERECHOS HUMANOS (CCHDH) 
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